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Actualmente y a nivel mundial, estamos viviendo distintas discusiones respecto a la forma de construir las ciudades. En ese contexto, existe una disputa de sentidos sobre cuestiones como por ejemplo, qué debe entenderse y cuál es la función de los espacios verdes, la necesidad de la regulación del mercado inmobiliario, etc. En esta disputa, la “urbanización de las villas” es uno de los temas en dónde más claramente se observa la contraposición de dos paradigmas sobre cómo entender la Ciudad y los derechos de los ciudadanos en la Ciudad de Buenos Aires. 
· Por una parte, el modelo de "integración socio-urbanística de la villa (re-urbanización) con participación de sus habitantes". 

· Por otra parte, el modelo de titularización de la precariedad, es decir, la mera entrega de títulos de propiedad a los habitantes de las villas sin ninguna otra acción estatal.



El primer modelo es el que reconoce la Constitución de la Ciudad y diversas leyes locales que repasaremos a continuación.
En primer lugar, la Constitución de la Ciudad (CCABA) en su artículo 31 dispone que la ciudad reconoce "el derecho a una vivienda digna y a un hábitat adecuado" y que para ello: 

“1. Resuelve progresivamente el déficit habitacional, de infraestructura y servicios, dando prioridad a las personas de los sectores de pobreza crítica y con necesidades especiales de escasos recursos.
2. Auspicia la incorporación de los inmuebles ociosos, promueve los planes autogestionados, la integración urbanística y social de los pobladores marginados, la recuperación de las viviendas precarias y la regularización dominial y catastral, con criterios de radicación definitiva.”
Para comprender mejor los alcances de estos mandatos y el contexto en el que fueron establecidos, resulta oportuno repasar las intervenciones de los convencionales constituyentes al momento de discutir su contenido[footnoteRef:1].	 [1:  República Argentina – Convención Constituyente de la Ciudad de Buenos Aires. Diario de Sesiones. 17ª reunión - 10ª sesión ordinaria (continuación) - 28 de septiembre de 1996. La versión original del art. 31 que se discutió en la referida sesión rezaba:  “Artículo ... .- La Ciudad reconoce el derecho a una vivienda digna y a un hábitat adecuado. Para ello: 1°- Resuelve progresivamente el déficit habitacional, de infraestructura y servicios, dando prioridad a las personas de los sectores de pobreza crítica y con necesidades especiales. 2°- Auspicia la incorporación de los inmuebles ociosos, promueve los planes autogestionados, la integración de los pobladores socialmente marginados, la recuperación de las viviendas precarias y la regularización dominial y catastral, con criterios de radicación definitiva. 3°- Regula los establecimientos que brindan alojamiento temporario, cuidando excluir los que encubran locaciones.” ] 

· El Convencional Jozami manifestó que: "(E)s fundamental expresar que los pobladores que se encuentran en la marginación y los habitantes de las villas de emergencia deben ver resuelto su problema de vivienda de acuerdo con el criterio de la radicación en el lugar. Esto ha sido expuesto en muchas ocasiones. Existe un programa de radicación de villas de emergencia en la ciudad de Buenos Aires que desgraciadamente hace más de dos años que está suspendido, y al que en los últimos presupuestos no se le han asignado fondos. En su momento fue anunciado por las máximas autoridades de la ciudad y de la Nación como un compromiso con los sectores más humildes, pero lejos de cumplirse, no sólo se han suspendido los planes de radicación sino que se ha vuelto a políticas que considerábamos superadas con el advenimiento de la democracia, es decir, a las políticas de erradicación de los villeros. Ejemplo de ello es el caso de la Villa 31 de Retiro".
· La Convencional López[footnoteRef:2] solicitó a la comisión redactora para que en el caso del inciso 2° del artículo único,[footnoteRef:3] retomara la redacción originaria del dictamen de las comisiones, que hablaba de la “integración urbanística y social de los pobladores marginados”. Este cambio fue aceptado y aprobado. Y expresó que la “idea de aludir a la integración urbanística tiene que ver con la integración de todos esos asentamientos al resto de la ciudad; urbanizar es abrir calles, es instalar luz, proveer de agua y abrir plazas donde se pueda”. [2:  Detalló también la convencional López el grupo al que estaba destinada la norma constitucional. Manifestó: “En materia de asentamientos y núcleos habitacionales, sería positivo que nos detuviésemos a pensar a quiénes están destinados. Estamos hablando de más de catorce villas que hay en este momento en la Capital Federal. Hay 2.500 familias viviendo en la Villa 31 de Retiro, 500 familias en el sector Autopista de Retiro, en la Villa 21 de Barracas hay 3.500 familias, en el Núcleo Habitacional Transitorio de Zavaleta hay 500, en las villas 1, 11 y 14 del Bajo Flores hay 3.000 familias, en la Villa 3 de Soldati hay 2.500 familias, en la 12 hay 2.000, en la 6 otro tanto y cabe mencionar también a la Villa 20 de Lugano, la 15 de Ciudad Oculta, el Núcleo Habitacional Transitorio Eva Perón, Villa Calesita, Villa 19 y Villa 17”.]  [3:  En la Convención Constituyente, toda la política de vivienda se concentró en un solo artículo, que luego se transformó en el actual artículo 31. Por eso se hace referencia al artículo “único”. 
] 

· El Bloque de la Unión Cívica Radical, a través de su vocero el Sr. Vivo, expresó que: “Entendemos bajo el término “vivienda digna” la definición de un concepto integral que no sólo considera el albergue del hombre sino también los servicios de infraestructura y salubridad y el equipamiento social imprescindible y necesario, de acuerdo a las condiciones del hábitat y a las pautas de cultura; para facilitar el funcionamiento de éstas, la vida del núcleo familiar o conviviente, y la relación con los restantes miembros de la comunidad.
Entonces, al hablar de “vivienda” debemos considerar: 
· La vivienda propiamente dicha (el albergue) con las características físicas acordes al medio en que se localiza;
· Los servicios de infraestructura y salubridad correspondientes;
· Los servicios sociales ligados a la vivienda, ajustados a un radio de acción de alcance peatonal y su infraestructura inherente (educación preescolar y primaria, servicios culturales y recreativos, comercio diario);
· La infraestructura de acceso y los servicios de transporte que la unen a las áreas de trabajo y a los servicios sociales urbanos o regionales (hospitales, escuelas secundarias, esparcimientos, etc.).” 

La Constitución de la Ciudad continuó la línea de la Ordenanza N° 44.873, sancionada el 12 de marzo de 1991, que aún se encuentra vigente y que es complementaria de los mandatos constitucionales. Este instrumento, reconoció el derecho a la urbanización de las villas existentes en el año 1991, les otorgó una zonificación particular a cada una de ellas, determinó la apertura de calles y las condiciones de la escrituración de los inmuebles. En su art. 10 dispone que: 
“(EL)Departamento Ejecutivo que en un plazo no mayor de sesenta (60) días, con carácter previo a la iniciación de las obras, eleve al Concejo Deliberante el diseño urbanístico de cada subdistrito. El mismo deberá contemplar la ejecución y la apertura de calles y sendas necesarias para la dotación de infraestructura, el acceso a las viviendas y la localización de los equipamientos comunitarios. 
Como condición para la escrituración el Departamento Ejecutivo, a través de los organismos competentes, deberá elevar al Concejo Deliberante los proyectos, específicos para cada uno de los subdistritos para su aprobación. El mismo deberá incluir: 
a) Los estudios de base correspondientes, que incluirán los censos de población de cada uno de los barrios con las nóminas de los hogares con indicación del jefe de hogar y del resto de sus integrantes localizados por predios; los análisis de la demanda de equipamiento e infraestructura; los planos de mensura y subdivisión con la correspondiente identificación de los predios en lo que respecta a localización, superficie y el relevamiento de usos existentes; 
b) El programa de provisión de infraestructura y equipamiento; 
c) El organigrama del proyecto, obras y gestión con la especificación de los plazos y etapas de ejecución e implementación. Deberá contemplarse entre otros aspectos, la previa relocalización de la población directamente afectada por las distintas obras, los programas de rehabilitación y desarrollo y los planes de acciones inmediatas”. 
La Ordenanza N° 44.873 establece dos obligaciones principales en cabeza del Poder Ejecutivo:

· En primer lugar, la obligación de remitir a la Legislatura el DISEÑO URBANÍSTICO (normas de zonificación, parcelamiento y ubicación de las vías y espacios públicos).

· En segundo lugar,  remitir a la Legislatura porteña LOS PROYECTOS DE URBANIZACIÓN para cada una de las villas, que deben incluir: los censos, los análisis de la demanda de equipamiento e infraestructura, los planos de mensura y subdivisión, el programa de infraestructura y equipamiento, el organigrama del proyecto, obras y gestión que contemple la relocalización, los programas de rehabilitación y desarrollo.

También se establece un orden en la Ordenanza N° 44873 respecto las acciones que el GCBA debe realizar a la hora de urbanizar una villa. 
Se establece que el Poder Ejecutivo debe enviar el proyecto de urbanización a la Legislatura para su aprobación en forma previa al inicio de la escrituración, es decir, de la entrega de títulos de propiedad. De esta forma, la Ordenanza ha estipulado que el último paso de la urbanización es la escrituración.

Por otra parte, la Constitución de la Ciudad ha estipulado que en la discusión de los proyectos de urbanización de cada villa se ejercite la Democracia Participativa. Así, en su art. 1 establece que la Ciudad organiza sus instituciones autónomas como Democracia Participativa. Es decir, en cada una de las políticas que elabore e implemente el GCBA debe dar participación a la ciudadanía y a los integrantes del colectivo que será afectado por la política. 
Siguiendo esos lineamientos, la ley N° 148, aprobada en el año 1998, declaró la prioridad de atención a la problemática social y habitacional en las villas, y ordenó el diseño de programas de integración socio-urbanísticos en el marco de un nuevo mecanismo institucional de discusión y decisión denominado "Comisión Coordinadora Participativa (C.P.P.). A través de la CPP  concretizó el mandato constitucional de garantizar la Democracia Participativa en la elaboración de políticas. En lo que respecta a las villas, no sólo otorgó participación consultiva a sus habirantes, sino que se les dio participación en la toma de decisión de los proyectos de urbanización. 
En este sentido, se dispuso que la Comisión Coordinadora Participativa (C.C.P.)[footnoteRef:4]  esté integrada por representantes del Poder Ejecutivo, de la Legislatura de la Ciudad y de los habitantes de las villas (un representante por cada una de las villas).  [4:  Art. 4: La Comisión Coordinadora Participativa se integrará de la siguiente forma: a. Representación del Poder Ejecutivo de la Ciudad: Se integrará  con la participación permanente de un representante de cada Secretaría del Gobierno de la Ciudad, con rango no inferior al de Subsecretario. También podrán participar aquellos funcionarios del Gobierno de la Ciudad que tengan responsabilidad directa e inmediata en la aplicación de las políticas de emergencia habitacional y social. b. Representación de la Legislatura de la Ciudad: Se integrará  con siete (7) diputados, garantizando la representación de todos los Bloques Legislativos que posee la misma. c. Representación de los vecinos: Se integrará  con un representante por cada villa o N.H.T. comprendido dentro de la presente ley que haya sido electo en comicios regulares, 3 representantes de la Federación de Villas, Núcleos y Barrios Marginados de la Ciudad (FEDEVI) y 3 representantes del Movimiento de Villas y Barrios Carenciados. En aquellas villas o N.H.T. que no tengan regularizada su representación, su integración se realizará  tomando como base la última elección abierta realizada. Para su validez, se solicitará el acuerdo de la Federación de Villas, Núcleos y Barrios Marginados de la Ciudad (FEDEVI), el Movimiento de Villas y Barrios Carenciados y Los presidentes de los barrios regularizados.] 

La CCP tiene como una de sus principales funciones, diseñar los lineamientos generales de un programa integral de radicación y transformación definitiva de las villas. Este, debe contemplar:
a. Un relevamiento integral que describa las condiciones poblacionales de los barrios afectados;
b. La regularización dominial de las tierras e inmuebles afectados;
c. La urbanización integral y la integración de estos barrios al tejido social, urbano y cultural de la ciudad mediante la apertura de calles, el desarrollo de infraestructura de servicios, la regularización parcelaría, la creación de planes de vivienda social, el fortalecimiento de la infraestructura de servicios y la recuperación de las  áreas urbanas adyacentes;
d. El desarrollo de políticas sociales activas e integrales y el equipamiento social, sanitario, educacional y deportivo;
e. La planificación participativa presupuestaria de los recursos que se determinen como necesarios para la ejecución del programa; y 
f. La incorporación, a través de metodologías autogestionarias, de los pobladores afectados al proceso de diagramación, administración y ejecución del programa.

En consecuencia, la Constitución de la Ciudad, aprobada en el año 1996, y las leyes dictadas en consecuencia, nos brindan herramientas suficientes para comprender los alcances de lo que implica la "integración urbanística y social" (urbanización) de las villas. 
De esta forma, las cuestiones que deben respetarse y garantizar la re-urbanización[footnoteRef:5] de una villa son:  [5:  En la actualidad suele emplearse el término integración socio-urbanística o re-urbanización, porque la urbanización para los pobladores de las villas tiene el sesgo de la política de destrucción de las viviendas existentes en su totalidad y la construcción de viviendas nuevas sin contemplar el esfuerzo conjunto y las decisiones colectivas realizados por  los villeros en la construcción de sus casas desde los inicios. Lo que se propugna ahora es la consolidación de las viviendas existentes y no su demolición para la construcción de nuevas.] 

a. La radicación definitiva de las villas en el lugar en el que se encuentran asentadas, es decir, prohíbe los desalojos forzosos y las relocalizaciones por fuera del polígono de la villa (art. 31 CCBA).
b. Atención prioritaria social y habitacional en las villas, que implica también prioridad presupuestaria (Ley N° 148). 
c. Relevamientos integrales que describan las condiciones poblacionales de los barrios afectados (estudios de base) y los censos de población con las nóminas de los hogares (Ley N° 148 y Ordenanza N° 44.873).
d. La urbanización integral, la integración de estos barrios al tejido social, urbano y cultural de la ciudad, y la recuperación de las  áreas urbanas adyacentes (Art. 31 de la CCABA, Ley N° 148).
e. Mejoramiento y adecuación de las viviendas a condiciones de vida digna (programas de rehabilitación y desarrollo), es decir, la recuperación de las viviendas precarias (Art. 31 de la CCABA y Ordenanza N° 44.873).
f. La apertura de calles (Ley N° 148 y Ordenanza N° 44.873).
g. El desarrollo y fortalecimiento de la infraestructura de servicios (Ley N° 148 y art. 31 de la CCABA).
h. La creación de planes de vivienda social (Ley N° 148). 
i. Relocalización de la población directamente afectada por las obras (Ordenanza N° 44.873)
j. La resolución del déficit habitacional. Esto implica otorgar una solución habitacional a todas las familias de la villa, tanto a “propietarios” como a “inquilinos” y a cada una de las familias que se encuentren en estado de hacinamiento. Un procedimiento de urbanización no puede contemplar únicamente la solución habitacional de un grupo de familias, al contrario, debe brindar soluciones habitacionales definitivas a cada una de ellas (art. 31 de la CCABA).
k. El desarrollo de políticas sociales activas e integrales y el equipamiento social, sanitario, educacional y deportivo (Art. 31 de la CCBA y la ley N° 148).
l. La incorporación, a través de metodologías autogestionarias, de los pobladores afectados al proceso de diagramación, administración y ejecución del programa y la planificación participativa presupuestaria de los recursos que se determinen como necesarios para la ejecución del programa (Art. 1 de la CCABA y ley N° 148). 
m. El organigrama del proyecto, obras y gestión con la especificación de los plazos y etapas de ejecución e implementación (Ordenanza N° 44.873.
n. La regularización dominial y catastral (parcelaria) de las tierras e inmuebles afectados (Art. 31 de la CCBA, ley N° 148 y Ordenanza N° 44.873).

EN CONCLUSIÓN:Un proyecto de urbanización debe contemplar cada uno de estos puntos y debe ser elaborado en conjunto entre funcionarios del GCBA (representantes del Poder Ejecutivo y Poder Legislativo) y representantes de las villas en el ámbito de la Comisión Coordinadora Participativa (CCP). Hasta que este proyecto no se encuentre elaborado y aprobado no se pueden otorgar títulos de propiedad (art. 10 de la Ordenanza N° 44.873).   









Existen a su vez leyes de urbanización de villas en particular, aprobadas con posterioridad a la Constitución de la Ciudad y la ley N° 148 que continúan con los dos lineamientos principales que éstas establecen, reafirmando cuál es el modelo de re-urbanización que el ordenamiento jurídico de la Ciudad reconoce: 

· La INTEGRALIDAD que implica la re-urbanización que va más allá de la regularización dominial (entre de títulos de propiedad).
· La necesidad de la PARTICIPACIÓN de los representantes de las villas en las decisiones involucradas en la elaboración del proyecto de re-urbanización. 

La Ley N° 403 crea el Programa de Planeamiento y Gestión Participativo de la Villa 1-11-14 destinado a:
· Elaborar, ejecutar y verificar el Plan Integral de Urbanización de la villa.
· Formular e implementar el programa a través de una Mesa de Planeamiento Participativo conformada[footnoteRef:6] por 5 representantes del Cuerpo de Delegados de la villa.  [6:  Artículo 2º: La formulación e implementación del programa citado en el artículo 1º de la presente deberá realizarse a través de una Mesa de Planeamiento Participativo que estará conformada por:
a. Un (1) Diputado en representación de cada uno de los bloques partidarios que integren las Comisiones de Vivienda o Planeamiento Urbano de la Legislatura de la Ciudad.
b. Un (1) representante de la Comisión Municipal de la Vivienda.
c. Un (1) representante de cada una de las Secretarias de Planeamiento Urbano, Obras y Servicios Públicos y Promoción Social.
d. Un (1) representante del Consejo del Plan Urbano Ambiental
e. Cinco (5) representantes de la actual Comisión de Delegados Vecinales de la Villa 1-11-14.] 


La Ley N° 1.333 declaró la emergencia ambiental y de infraestructura del Barrio Ramón Carrillo.
· Se ordenó la adecuación de la infraestructura respecto a la red de desagües cloacales, la red de desagües pluviales, la red subterránea de distribución de energía eléctrica, la red subterránea de distribución de gas natural, la repavimentación, la construcción de veredas y peatonalización de pasajes y la red de alumbrado público.
· El Barrio ha tenido elecciones de conformación de su órgano de representación en el marco de la ley N° 148. Sus representantes tienen el derecho a participar en la elaboración de los proyectos de obra y en su ejecución.

La Ley N° 1.770 dispone la urbanización de la Villa 20:
· Ordena que la urbanización debe contemplar la tipología edilicia, emplazamientos, apertura de calles, equipamiento de servicios, saneamiento del suelo. 
· Establece el procedimiento participativo de la audiencia pública.

A su vez, la Ley N° 1.868 aprueba el Convenio Marco “Asentamiento Villa 21-24” Nº 45/03, celebrado el día 20 de agosto de 2003, entre el Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y la Asociación Mutual Flor de Ceibo Villa 21. Así:
· Crea la Unidad de Gestión Conjunta integrada por el GCBA (Instituto de la Vivienda -IVC), el Ministerio de Desarrollo Social y la Mutual. Tiene la función de determinar los planes de acción que se deban llevar a cabo para la ejecución de las obras en la villa, estableciendo un cronograma de actividades y la distribución de tareas. Entre las tareas se detalla las mesuras, subdivisiones parcelarias, elaboración de proyectos de reordenamiento urbano, infraestructura y mejoramiento de viviendas.
· La participación de los representantes de la villa está dada por los actuales integrantes de la Junta Vecinal de la Villa 21-24 electa en comicios regulares en el marco de la ley N° 148. 

La Ley N° 3.343 ordena la urbanización de la Villa 31-31bis (Barrio Carlos Mugica).
· Crea la “Mesa de Gestión y Planeamiento Multidisciplinaria y Participativa para la Urbanización de las Villas 31 y 31 Bis” que tiene como principal función la planificación e implementación de la urbanización. El plan debe contemplar la construcción de viviendas nuevas, la consolidación de las existentes, la apertura de la vía pública y el equipamiento e infraestructura a fin de alcanzar la integración total a la trama urbana del barrio y la periferia.
· La Mesa está integrada por los 10 Consejeros electos por los habitantes del Barrio.


Pero más allá de las leyes sancionadas en la Ciudad de Buenos Aires, la Ley N° 14.449 conocida como "Ley de Acceso Justo al Hábitat" de la Provincia de Buenos Aires también sigue este modelo de urbanización. 

· Crea el régimen de integración socio-urbana de villas y asentamientos precarios existentes. Define la Integración socio-urbana de villas como el “conjunto de acciones que de forma progresiva, integral y participativa, incluyan, entre otras, la construcción, mejora y ampliación de las viviendas, del equipamiento social y de la infraestructura, el acceso a los servicios, el tratamiento de los espacios libres y públicos, la eliminación de barreras urbanas, cuando existieran, la mejora en la accesibilidad y conectividad, el saneamiento y mitigación ambiental, el redimensionamiento parcelario y la regularización dominial” (Sección II, arts. 26 al 36).
· Establece que en cada proceso particular de integración socio-urbana de villas “se debe asegurar la plena participación de los habitantes, tanto en forma individual como colectiva” y que, a tales fines, se “establecerá mecanismos para garantizar la expresión de los habitantes comprendidos en las acciones de integración socio-urbana, mediante la postulación y elección democrática de sus representantes” (art. 35).
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[bookmark: _Toc402126828]B.1 El modelo en lo teórico y las consecuencias de su implementación en otros países.
Hernando de Soto, un economista peruano, escribió en el año 2002 un libro titulado “El misterio del capital”[footnoteRef:7]. Allí planteaba, a modo simplificado, que titularizar la informalidad iba a permitir a las personas hasta entonces excluidas, poder ingresar al mercado del capital, obtener créditos bancarios, y poder de esa forma mejorar su nivel de vida.  [7:  De Soto, Hernando, “El Misterio del Capital”, México, Editorial Diana .] 

Así, en lugar de discutir villas, asentamientos, barrios, comunidades, su modelo de la “titulación” se enfoca en unidades individuales, en derechos de propiedad y en el libre funcionamiento del mercado, sin importar el contexto social ni las consecuencias (o resultados). 
Este paradigma fue implementado principalmente en Perú (y fuertemente promovido por el Banco Mundial). Allí –a diferencia de paradigmas de urbanización diferentes, como el modelo brasilero-, sin acompañar la provisión de servicios públicos, equipamiento comunitario, infraestructura, etc., se siguió la hipótesis de De Soto de que la seguridad en la tenencia –a través de la titulación- es la catapulta al desarrollo, estimulando el acceso a la financias, la actividad económica, y la mejora individual de los hogares.[footnoteRef:8] [8:  Fernándes, Edésio “Regularization of Informal Settlements in Latin America”, Policy Focus Report, Lincoln Institute of Land Policy , 2011.] 


Edésio Fernandes[footnoteRef:9] resume los principales argumentos que el economista sostiene para promover esa política:  [9:  Fernandes, Edesio, “The Influence of de Soto’s The Mystery of Capital (Land Lines Article)” Land Lines: January 2002, Volume 14, Number 1, Inventory ID LLA020103; English. ] 

1. La gente necesita sentirse segura del estado legal de su tenencia, así pueden comenzar a invertir en mejoras en la vivienda y sus negocios. 
2. La seguridad en la tenencia y el resultante acceso al crédito sólo puede ser proporcionado por la legalización de los asentamientos y negocios informales. 
3. La forma de proceder es proporcionar titulo universal de propiedad a través de escrituras individuales con derechos exigibles, para permitir a los países del tercer mundo catapultarse y erradicar la pobreza. 

Varios estudios se hicieron al respecto en Perú, donde entre 1996 y 2006 se entregaron más de 1.5 millones de títulos a muy bajo costo. Sin embargo, hubo muy pequeño impacto en el acceso al crédito[footnoteRef:10] (los bancos en general buscan otro tipo de condiciones que acompañen al título, ya sea la situación laboral, o que inmueble esté situado en una zona y con ciertos servicios con los que sería viable su venta por remate).  [10:  Ibídem cita 8] 


Así, distintas investigaciones que se hicieron sobre la implementación de esta modalidad, demostraron lo siguiente[footnoteRef:11]: [11:  Ibídem cita 8] 

1. Con relación al acceso al crédito: los programas de formalización no llevaron a cambios significativos en el acceso formal al crédito. Por el contrario, las condiciones laborales parecen ser más importantes para la obtención de créditos que la propiedad del título. Gente sin empleo pero con título ha tenido menos posibilidades en el acceso que empleados registrados sin título. 
2. Inversiones en las viviendas: los títulos ayudan, pero no es una condición sine qua non para promover la consolidación de las viviendas. Muchas de las villas de la Ciudad también son un ejemplo de grandes inversiones en construcción sin títulos de propiedad. La seguridad en la tenencia frente a la posibilidad de desalojos forzosos es, más allá del título, una condición suficiente para la inversión individual. 
3. Trabajar para erradicar la pobreza requiere mucho más que entrega de títulos. Se necesita inversión en infraestructura, educación, políticas de inclusión social, etc. Si bien en Perú durante la implementación de los programas de titulación se mostró una disminución de pobreza mayor al resto de Latinoamérica, no se puede realizar una asociación directa entre esas variables. 

Finalmente, las investigaciones demostraron que mientras que la entrega de títulos puede promover seguridad individual en la tenencia, no necesariamente trae como resultado integración socioespacial. A menos que la titulación se lleve a cabo en un contexto amplio de mayores programas de políticas públicas que garanticen condiciones de integración urbana, los programas de regularización pueden incluso agravar los procesos de segregación y exclusión[footnoteRef:12].   [12:  Ibídem cita 8] 





[bookmark: B2][bookmark: _Toc402126829]B.2 La regularización dominial y catastral en la gestión de gobierno del Pro
[bookmark: _Toc402126830]B.2.I. Etapas hacia la consolidación de la actual política de entrega de títulos.
Resulta oportuno comentar a grandes rasgos, cómo ha evolucionado la postura del Pro en su carácter de partido de Gobierno frente a la problemática de las villas a fin de comprender su actual política de entrega de títulos de propiedad como forma de "urbanización". 
Para un desarrollo más claro y ordenado, dividiremos la caracterización en cinco etapas, cada una de las cuales dan cuenta de situaciones específicas. Esta separación en etapas no implica que las nuevas políticas implementadas reemplazan en su totalidad a las anteriores. En algunos casos esas políticas se superponen y coexisten. Las etapas aquí detalladas son útiles para destacar las novedades dentro de las políticas orientadas a las villas.

[bookmark: _Toc402126831]Primera etapa: erradicación y desidia
En los primeros meses desde que asumió el gobierno, el Pro sostuvo la concepción de la erradicación de algunas villas como la del Barrio Carlos Mugica (Ex Villa 31-31bis)[footnoteRef:13] y la imposibilidad de urbanizar el resto, postergando su atención. En esa línea, a los seis meses de haber asumido el Ing. Mauricio Macri, como Jefe de Gobierno, comunicaba a la prensa que evaluaba convocar a un plebiscito para que los habitantes de la Ciudad decidieran el destino de las villas. Pensaba en dos alternativas para financiar la urbanización de las villas: la aprobación de un aumento de impuestos o la postergación de otras obras para la ciudad[footnoteRef:14]. La forma del planteo estaba orientada a enfrentar a habitantes de la Ciudad que no viven en las villas con aquellos que si habitan en las villas, y así lograr el rechazo hacia la urbanización de estos barrios informales, soslayando que ese derecho se encontraba reconocido en la Constitución de la Ciudad. [13:  El Jefe de Gobierno expresaba: “Creemos que ese asentamiento no se puede urbanizar, por el peligro de su ubicación [junto a las parrillas ferroviaras] y porque se trata de un lugar insalubre. Pero es un proceso que hay que realizar de a poco, mediante el diálogo con la gente, y con el compromiso de darles vivienda en otro lugar. Ellos deben tener confianza en la palabra de este gobierno”. 
http://www.lanacion.com.ar/1019498-macri-analiza-llamar-a-un-plebiscito-sobre-la-urbanizacion-de-villas]  [14: http://www.lanacion.com.ar/1019498-macri-analiza-llamar-a-un-plebiscito-sobre-la-urbanizacion-de-villas] 



[bookmark: _Toc402126832]Segunda etapa: política de la emergencia 
En esta segunda etapa, desde marzo del 2008[footnoteRef:15], el Pro entendió que la cuestión de las villas no puede ser solucionada con políticas de erradicación a corto plazo o desantendiendo el problema en forma absoluta. Frente a esta realidad abandonó el discurso de la imposibilidad de urbanizar las villas y desligó en los hechos de esta responsabilidad al Instituto de Vivienda de la Ciudad para otorgársela a la Unidad de Gestión de Intervención Social (UGIS) y a la Corporación Buenos Aires Sur S.E. Las políticas de urbanización se materializaban, desde la visión del gobierno, en cubrir la extrema emergencia a través del mantenimiento de la infraestructura de servicio y en la realización de pequeñas obras nuevas. Estas acciones eran llevadas a cabo principalmente por cooperativas y empresas con integrantes que en muchos casos funcionaban dentro del sistema clientelar. No se respetaba la participación de los habitantes de las villas ni de sus órganos de representación y tampoco se elaboraron los planes de urbanización que numerosas leyes establecían (ley Nº 148, ley Nº 403 –Villa 1-11-14-, ley Nº 1.333 –Barrio Ramón Carrillo-, ley Nº 1.770 –Villa 20-, ley Nº 1.868 –Villa 21-24-).[footnoteRef:16]  [15:  El Instituto de Vivienda de la Ciudad (IVC), ente encargado del diseño, la coordinación y la ejecución de las políticas habitacionales de la Ciudad, entre ellas las relacionadas a la urbanización de las villas (Ley N° 1.251), suscribió un Convenio Marco de Cooperación y Asistencia, que entró en vigencia a partir del día 1º de marzo de 2008, con la Corporación Buenos Aires Sur Sociedad del Estado  y la Unidad de Gestión de Intervención Social  (UGIS), a través del Ministerio de Desarrollo Económico. En virtud de dicho Convenio, a la UGIS le corresponden “...las tareas inherentes al mantenimiento del hábitat y la atención de las situaciones de emergencia en villas y núcleos habitacionales transitorios”, mientras que se acordó con la Corporación “...la realización de tareas de urbanización y construcción de viviendas e infraestructura en ciertas villas, asentamientos y barrios de la Ciudad”. De esta forma, el IVC delegó en forma ilegal la atención de las necesidades de las villas a la UGIS y a la Corporación.]  [16:  En este contexto, en forma excepcional, se aprobó la ley Nº 3.343 que dispone la urbanización del Barrio Carlos Mugica (ex villa 31-31bis). Esta ley creó la “Mesa de Gestión y Planeamiento Multidisciplinaria y Participativa para la Urbanización de las Villas 31 y 31 Bis“. Esta Mesa se reunió durante el año 2010/2011 y elaboró un dictamen de planificación de la urbanización que fue presentado como proyecto de ley para su aprobación legislativa (Expte. N° 1614-D-2011 y Expte. N° 98-D-2013).
] 

El Pro, sin cumplir con la elaboración de los proyectos globales de integración urbana, manifestaba que se avanzaba en la urbanización a través de las obras de emergencia y a pequeños pasos. Ciertamente las obras de infraestructura eran insuficientes y deficitarias. En su mayoría fueron cuestionadas por hechos de corrupción y ausencia de control. En algunos casos, el GCBA pagó por obras que no se realizaban en su totalidad (Por ejemplo, normalización del cableado eléctrico en el Barrio Los Pinos y en la Villa 1-11-14). El apaciguamiento de los reclamos de los habitantes de las villas que el GCBA había logrado a través de las cooperativas y la realización de pequeñas obras, se agrietaba frente a la mayor organización democrática y protesta en las villas, y reclamos de transparencia en las contrataciones por diferentes organizaciones sociales. Estos motivos llevaron al Pro a abandonar estas políticas cómo la única política de urbanización que consistía en ir apagando incendios y poniendo parches. 


[bookmark: _Toc402126833]Tercera etapa: escrituración sin urbanización
[bookmark: ETAPATERCERA]Así, el GCBA buscó otra alternativa que no implicara destinar grandes partidas presupuestarias para las villas. Esta tercera etapa comenzó precisamente en la misma época de la ocupación del Parque Indoamericano. 
El viernes 3 de diciembre de 2010, se presentó en la Comisión de Diputados de Planeamiento Urbano de la Legislatura de la Ciudad para su tratamiento el proyecto de ley No 3325-D-2010 de los diputalos Enzo Pagani y Cristian Ritondo. Este proyecto de ley tenía por objeto modificar el Código de Planeamiento Urbano de la Ciudad y la Ordenanza No 44.873[footnoteRef:17]. [17:  La Ordenanza N° 44.873 del año 1991 crea los distritos U31, y dispone una zonificación y trazado urbano específico para las villas de la Ciudad que existían en dicha época. El art. 10 establece que el Poder Ejecutivo en un plazo no mayor de sesenta (60) días, con carácter previo a la iniciación de las obras debe elevar a la Legislatura el diseño urbanístico de cada subdistrito. Este último debe contemplar la ejecución y la apertura de calles y sendas necesarias para la dotación de infraestructura, el acceso a las viviendas y la localización de los equipamientos comunitarios. ] 

Con especial relevancia para lo aquí tratado, la Ordenanza dispone como condición para la escrituración que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos competentes, eleve a la Legislatura los proyectos de urbanización específicos para cada uno de los subdistritos para su aprobación. El proyecto, entre todas las modificaciones propuestas, derogaba esta obligación del Poder Ejecutivo de presentar un plan de urbanización para cada una de las villas de la Ciudad como condición previa para avanzar con la escrituración de las tierras.
Varios bloques de la oposición y habitantes de las villas y asentamientos de la Ciudad criticaron y se opusieron al proyecto de ley principalmente porque no estaban de acuerdo con la solución del macrismo, que consistía en dejar que el mercado inmobiliario urbanice las villas irresponsabilizando al Estado de su obligación de realizar una urbanización que consista en la integración socio urbanística de la villa con participación de sus representantes. Finalmente el proyecto no fue tratado por la Comisión de Planeamiento Urbano de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, por decisión de su Presidenta como respuesta a la fuertes protestas y a la falta de apoyo de los bloques de la oposición cuyos votos eran necesarios para que el proyecto de ley pueda aprobarse.
El Jefe de Gabinete del Gobierno de la Ciudad, Rodríguez Larreta apareció en el Diario Perfil explicando que iban a dar títulos de propiedad en las villas y asentamientos y asegurando que de esta manera los villeros serían ciudadanos: "Al darles la escritura los convertís en ciudadanos y el sentido de propiedad va a hacer que la gente tienda a mejorar y fortalecer su propia casa”[footnoteRef:18].  [18: http://www.diarioperfil.com.ar/edimp/0529/articulo.php?art=25890&ed=0529. “Macri hará propietarios a los vecinos de las villas”. Sábado 4/12/2010. Diario Perfil. ] 

En el interior de las villas esto causó mucho malestar e incertidumbre. Hasta dicho momento, la urbanización que se esperaba era la integración socio urbanística del barrio y con posterioridad la escrituración individual de los inmuebles. En este modelo, el Estado garantiza el derecho a una vivienda adecuada tanto de los “propietarios” como de los “inquilinos”. Con el proyecto de ley en cuestión, los inquilinos quedaban absolutamente desprotegidos, ya que únicamente se iba a escriturar a los “propietarios”[footnoteRef:19]. El GCBA no brindó ninguna respuesta a la situación habitacional de los inquilinos. El Pro destruyó las aspiraciones de los inquilinos a ser beneficiados con una solución habitacional definitiva en un proceso de urbanización. Los inquilinos asumieron que si el Pro sólo otorgaba derechos a los "propietarios" los caminos que se abrían era la toma de nuevas tierras para convertirse en "propietarios" o la protesta intensa para ser escuchados. [19:  Una característica común a las villas es la cuestión de que sus habitantes no poseen la propiedad de sus terrenos. A pesar de este hecho, que impide en lo formal la existencia de propietarios, actualmente es posible diferenciar dos clases sociales, la de los “propietarios” por una parte y la de los “inquilinos” por otra. Los primeros son aquellos que se costearon las construcciones o la compraron a otros.] 

A estos sucesos y a otras causalidades, entre ellas la crisis habitacional general de la Ciudad, se debió que la gran mayoría de las miles de personas que ocuparon el Parque Indoamericano fueran inquilinos de las villas cercanas al predio que por protesta y oportunidad, se sumaron a la primera ocupación previa al desalojo y que ocuparon todo el Parque durante la segunda toma. Estos anuncios del gobierno macrista impulsaron también otras tomas pequeñas y grandes a lo largo de la Ciudad durante y con posterioridad al conflicto del Parque Indoamericano. La implementación de esta política de urbanización orientada meramente a dar títulos de propiedad causó mucha resistencia y conflicto y así, el Pro decidió no avanzar en la aprobación de este proyecto de ley que alcanzaba a todas las villas de la Ciudad. 

[bookmark: _Toc402126834]Cuarta etapa: avances en villas específicas de la escrituración sin urbanización
Ante tal fracaso, en lo que podemos llamar una cuarta etapa, el Pro no descartó su concepción de “urbanización” sino los métodos para lograr su aceptación social. De esta forma, encomendó a la Corporación Buenos Aires Sur S.E. para que se encargara de organizar reuniones en las villas para informar de las bondades de la entrega de títulos de propiedad y las posibilidades de avanzar con el parcelamiento de los predios donde se encuentran asentadas las villas. Con la creación de la Secretaría de Hábitat e Inclusión Social (SECHI)[footnoteRef:20], el Pro adoptó un nuevo discurso, empezando a hablar de Integración Urbana, inclusión de las villas, etc. Por un lado, la SECHI continúa realizando obras de emergencia a través de la UGIS; obras de “integración” como ser plazas, instalación de portales, pintar las casas; eventos deportivos, culturales, elección de los nombres de las calles, etc. Y por otra parte, la Corporación Buenos Aires Sur S.E. se encarga de llevar adelante la parte operativa de la política de entregar títulos de propiedad en conjunto con el Instituto de Vivienda (IVC) que al ser propietario de la tierras de la mayoría de las villas es el responsable obligado de la últimas etapas del proceso de adjudicación. [20:  En diciembre de 2011 se creó la Secretaría de Hábitat e Inclusión Social bajo la órbita del Ministerio de Desarrollo Económico (Decreto Nº 660/11 y Decreto Nº 149/13).] 


Como en 2010 el Pro no había podido aprobar el proyecto de ley No 3325-D-2010, que modificaba la Ordenanza N° 44.873 que eliminaba la condición previa a la escrituración de remitir los planes de integración socio-urbanística, buscó alternativas para avanzar con la misma política de urbanización. En este camino se encontró con tres principales obstáculos legales. 

1. La no adecuación de las viviendas: 
En forma previa a la entrega de títulos se debe adecuar las viviendas para que se pueda parcelar y registrar los planos de la obra. Debido a la forma en que se construyeron las villas esto no resulta posible salvo que la legislatura mediante una ley autorice excepciones al Código de Planeamiento Urbano y de Edificación. 
2. La Falta de “calles”
La determinación legal de la totalidad de las vías públicas en las villas es un requisito del Código de Planeamiento, que prohíbe el parcelamiento en terrenos del que resulten parcelas que no tengan acceso a vía pública .
3. La necesaria aprobación previa de la Legislatura
Resulta ineludible la obligación legal de remitir a la Legislatura porteña los proyectos de urbanización de cada una de las villas para su aprobación como condición previa para poder entregar títulos de propiedad.


Como no se logró el resultado de aprobar una ley aplicable a todas las villas, el Pro ejecutó la estrategia de impulsar la aprobación de leyes particulares para algunas villas. La idea era salvar estos tres obstáculos legales:
· Por una parte, lograr que la Legislatura porteña otorgue excepciones al Código de Planeamiento y de Edificación respecto del parcelamiento y el registro de planos respectivamente. 
· En segundo lugar, impulsar la determinación por ley de la totalidad de las vías públicas que aún no estaban establecidas en cada villa. 
· Y, finalmente, pretender discursivamente que estas leyes, que otorgan una nueva zonificación a los terrenos de una villa, sean consideradas como los proyectos de urbanización que exige la Ordenanza N° 44.873 como condición previa a la escrituración. Claramente un proyecto de zonificación no es un proyecto de integración socio-urbanística de una villa ni tampoco estos proyectos de ley surgen de la Comisión Coordinadora Participativa, organismo establecido por ley como el competente para elaborar los proyectos integrales de urbanización (Ley N° 148). 

El Pro eligió, para comenzar, las villas en las cuales tiene más inserción política, mayor presencia de organismos de la Ciudad, mejor relación con los referentes o cuyo parcelamiento resulta más sencillo. 

1. Los conjuntos urbanos
En primer lugar, comenzó con los conjuntos urbanos. El 15 de septiembre de 2011 se aprobó la Ley Nº 3.902. Se creó la operatoria de regularización dominial de los bienes inmuebles correspondientes a conjuntos urbanos que estuvieran pendientes de escrituración. Si bien el interés principal para la aprobación del proyecto de ley fue únicamente habilitar o facilitar la escrituración, se logró en la discusión parlamentaria establecer que la regularización dominial no exime al Poder Ejecutivo de la obligación de efectivizar todas las obras, mejoras y condiciones previstas en las leyes y que el Instituto de Vivienda (IVC) subsane los vicios constructivos que tuvieran los inmuebles. 
Se autoriza que en los planos solamente se vuelquen las construcciones financiadas por el IVC y que las ampliaciones existentes sólo se consignen en las notas de los respectivos planos. También se autoriza a no exigir el acotamiento de los perfiles de construcción, el relevamiento de los hechos interiores existentes y el cotejo con el Plano de Obra en lo que respecta a las viviendas existentes, “representándose solamente la silueta de los polígonos cubiertos, semicubiertos y descubiertos de las mismas, por lo que no será necesaria la representación de la distribución interna de la planta”. 

2. Villa 19 - Ex Barrio Inta 
En segundo lugar, se aprobó la Ley Nº 4.232, el 5 de julio de 2012. En esta se autorizan normas de excepción respecto del parcelamiento y del registro de Planos de los inmuebles preexistentes en la Villa 19 – ex Barrio Inta. Por ejemplo, se establece excepción a las dimensiones mínimas de las parcelas (lotes mínimos de 72 m2 con frente igual o mayor a 6m); el Registro del Plano de Mensura Particular con Subdivisión sin exigir el acotamiento de los perfiles de construcción y relevamiento de los hechos anteriores existentes del polígono; la no exigencia del Plano de Obra registrado; el permiso de registrar planos aunque las construcciones existentes sobrepasen la Línea de Edificación. La Ley N° 3.375 definió el nombre de las calles de la Villa 19.





3. Barrio Cildañez (Ex villa 6)
En tercer lugar, en fecha 5 de diciembre de 2013, se aprobó en primera lectura[footnoteRef:21] el proyecto de ley Nª 2543-D-2012. Este proyecto modifica la zonificación del Barrio Cildañez (Ex villa 6) y afecta al dominio público las trazas destinadas a vías públicas. Al igual que la ley Nº 4.232 autoriza normas de excepción respecto del parcelamiento y del Registro de Planos de los inmuebles preexistentes con el fin de allanar el camino para entregar títulos de propiedad. [21:  Para determinadas temáticas, por ejemplo modificaciones al Código de Planeamiento, la Constitución de la Ciudad (art. 89 y 90) exige un tratamiento especial para la aprobación legislativa de un proyecto de ley. Este procedimiento se conoce como de "Doble Lectura" e implica dos aprobaciones por parte de la Legislatura con una audiencia pública en el medio de cada aprobación. La primera aprobación se denomina "aprobación inicial" o "aprobación en primera lectura".] 


4. La NO urbanización del Barrio Carlos Mugica (Ex Villa 31-31 bis)
En cuarto lugar, un caso paradigmático que ejemplifica el cambio de postura hacia el modelo de entrega de títulos de propiedad, lo representa el caso del Barrio Carlos Mugica (Ex villa 31-31 bis). Se mencionó que la legislatura en el año 2009 aprobó la ley Nº 3.343 de urbanización de éste barrio. La sanción de esta ley se produjo justo en un tiempo previo a que el macrismo consolidara su nueva política de entrega de títulos de propiedad. A pesar de que el bloque del Pro votó a favor de la aprobación de la ley Nº 3.343, inmediatamente después a su entrada en vigencia adoptó todas las medidas posibles para frenar su cumplimiento. 
La “Mesa de Gestión y Planeamiento Multidisciplinaria y Participativa para la Urbanización de las Villas 31 y 31 Bis“ elaboró su dictamen y lo remitió a la Legislatura para su aprobación. El Pro impidió el tratamiento de este proyecto de ley, que constituía una plan de integración socio-urbanística para el Barrio, y anunció la presentación de un proyecto de ley alternativo de urbanización. Esta alternativa nunca fue presentada formalmente en la Legislatura pero si fue explicitada en reuniones informales en el Barrio. 
Se puede graficar la nueva propuesta del Pro para el Barrio Carlos Mugica con los dichos de Gabriela Michetti en el programa de televisión de Mirtha Legrand en agosto de 2013.  Allí dijo que el gobierno porteño quiere que Nación le transfiera las tierras para otorgarles el título de propiedad a los habitantes de la villa, para que éstos vendan sus casas al sector privado[footnoteRef:22].  [22:  “Lo que ha sucedido en otros lugares del mundo con esto es que como esos terrenos son muy apetitosos para el sector privado y el sector inmobiliario, lo que termina pasando es que el sector inmobiliario compra esos lugares y la gente puede comprarse con ese dinero una casa en la ciudad o cualquier otro lugar. Y ese lugar puede integrarse al puerto o hacer un sector de barrios para clase media” expresó Gabriela Michetti.
http://www.lapoliticaonline.com/nota/72586/] 


5. Villa 20
En quinto lugar, el 1 de abril de 2014, los diputados del Pro, Ritondo y Spalla, presentaron el proyecto de Ley N° 604-D-2014 referido a la Villa 20. Este proyecto se presentó como respuesta del Pro a la ocupación de terrenos linderos a la villa, que terminó conformando el Barrio "Papa Francisco" y que luego fue desalojado violentamente. El texto del proyecto es más explícito que los anteriores. 
Se dispone que hasta tanto se materialicen los anchos de calle definitivos especificados (van desde los 8 m hasta los 22 m), la autoridad de aplicación podrá extender de igual manera los certificados de dominio y subdivisión y las escrituras para predios que enfrenten una vía pública de un ancho mínimo de 2,00 m. Incluso se establece que a los fines exclusivos de regularización de situaciones existentes y para casos de resolución compleja, se admitirán dimensiones distintas aprobadas por el órgano de aplicación. También autoriza normas de excepción respecto del parcelamiento y del Registro de Planos de los inmuebles preexistentes con el fin de allanar el camino para entregar títulos de propiedad.
Este proyecto de ley va en dirección contraria a la Ley N° 1.770 de urbanización de la Villa 20. No constituye un plan de urbanización integral socio-urbanístico ni se ha dado participación alguna a los habitantes de la villa tal como exige la ley. En fecha 29 de agosto de 2014, en la causa caratulada "Arnez Medrano, Reinaldo y otros c/GCBA y otros s/Amparo", Expte. N° A10675-2014/0, se dictó sentencia cautelar ordenando la urbanización de la Villa 20 y la asignación de presupuesto suficiente para la conclusión de las obras[footnoteRef:23]. En la Legislatura de la Ciudad se avanza en el tratamiento del proyecot de ley N° 604-D-2014 pero no se cumple con la sentencia de la justicia ni con la ley N° 1.770. [23:  "RESUELVO:1. Estime el costo de ejecución del Anteproyecto de urbanización de la Villa 20, según ley 1770. 2. Reasigne las partidas presupuestarias necesarias de Presupuesto 2014 con el fin de dar comienzo en el curso de este año a la ejecución de la urbanización mencionada en el punto precedente. 3. Incluya en la formulación del Presupuesto 2015 las partidas presupuestarias necesarias y suficientes para garantizar el financiamiento de la ejecución de las obras, asegurando la continuidad de las mismas. 4. Identifique las fuentes de financiamiento con las cuales se atenderán los gastos emergentes de la ejecución mencionada, debiendo asignarle carácter prioritario al financiamiento y ejecución del proyecto para lo cual en la ley de presupuesto 2015 deberá contemplarse la intangibilidad de los recursos asignados o crear un fondo fiduciario a tal fin. 5. Deberá adoptar los mecanismos reglamentarios, administrativos y de gestión idóneos para garantizar la ejecución de la obras con economía, eficiencia y eficacia debiendo evitar la subejecución de las partidas asignadas. Las obras de urbanización de la Villa 20 deberán estar finaliza das en su totalidad antes del 10 de diciembre de 2015.] 

Estos son los ejemplos en los cuales el Pro avanzó con la aprobación de leyes para villas específicas para conseguir excepciones al Código de Planeamiento y de Edificación en cuanto al parcelamiento y Registro de planos, y la determinación de la totalidad de las vías públicas; requisitos necesarios para el otorgamiento de los títulos de propiedad sin garantizar en forma previa la integración socio-urbanística de la villa (re-urbanización) con participación de sus habitantes.

[bookmark: _Toc402126835]Quinta etapa: Nuevo intento de universalizar la entrega de títulos de propiedad sin urbanización en la Comuna N° 8
[bookmark: etapaquinta]En forma simultánea, en lo que sería una QUINTA ETAPA, el Pro quiere nuevamente universalizar esta política de entrega de títulos a todas las villas de la Comuna 8 a través de la aprobación del proyecto de ley conocido como el “Plan Maestro para la Comuna 8”. 
Los legisladores María Karina Spalla y Cristian Ritondo presentaron el proyecto de ley Nº 3257-D-2012 denominado “Plan Maestro para la Comuna 8”[footnoteRef:24]. Frente a la fuerte oposición al proyecto original, el Pro modificó radicalmente su contenido para conseguir los votos necesarios para su aprobación. Así, en fecha 5 de diciembre de 2013, se aprobó el proyecto de ley Nº 3257-D-2012 en primera lectura con un contenido más acotado y muy distinto en lo que respecta a la urbanización de las villas. Dejó de llamarse "Plan Maestro para la Comuna 8" para ser denominado “Promoción de las Actividades de la Producción e Industria Deportiva en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”. [24:  En su versión original, el proyecto de ley establecía que su objeto era materializar un plan general para el desarrollo de la Comuna 8 enmarcado dentro de los criterios y lineamientos del Plan Urbano Ambiental y del Modelo Territorial, cuya finalidad es el desarrollo social, económico y urbanístico de la Comuna, a efectos de mejorar la calidad de vida de sus habitantes (art.5º). Disponía los lineamientos aplicables a 6 temáticas predefinidas: Estructura y Centralidades; Transporte y Movilidad; Hábitat y Vivienda; Espacio público; Producción y Empleo; y Patrimonio urbano. Dentro de Estructura y Centralidades se creaban dos distritos el Distrito del Deporte y el Distrito Bio. Se autorizaba la constitución del Instituto de Ciencias para la Vida y la entidad Ferias de Buenos Aires.
En Hábitat y Vivienda encomendaba a las áreas correspondientes la elaboración de programas de urbanización de villas en base a criterios de inclusión social, fundados en un financiamiento sustentable, y orientados por condiciones morfológicas, dotación de espacios públicos, infraestructura e integración territorial. Derogaba la ley N° 148 principalmente en su parte esencial que es la participación de los habitantes de las villas en la elaboración de los proyectos de reurbanización: La elaboración de los programas de urbanización de villas queda concentrada en el Poder Ejecutivo. 
Para conseguir fondos para la urbanización de las villas se desafectaban del dominio público varias hectáreas de inmuebles que se transferían en fideicomiso a Corporación Buenos Aires Sur S.E. para su posterior venta. Los fondos se destinarían a la urbanización de las villas. Alrededor de 70 ha. de predios públicos verdes se destinan a la venta para financiar políticas de vivienda.] 

El proyecto de ley puede separarse en tres puntos: a) Creación del Distrito del Deporte[footnoteRef:25]; b) Creación de la Villa Olímpica[footnoteRef:26]; y c) creación de los Barrios Nuevos.  [25:  Únicamente sobrevivió el Distrito del Deporte de lo que se mencionaba en la versión original dentro de Estructura y Centralidades. Cabe reiterar las mismas críticas ya expresadas. El Distrito comprende el polígono comprendido por las Avenidas Gral. Paz, 27 de Febrero Cnel. Esteban Bonorino, Gral. F. Fernández De La Cruz, Perito Moreno, y la Autopista Dellepiane, en ambas aceras. 
El régimen de promoción establecido es por el término de: a.- Veinte (20) años para beneficiarios que califiquen como Micro, Pequeña y Mediana Empresa en los términos de la Ley Nacional 25.300 (MIPyMEs, Art. 1º Resolución 50/2013 de la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa y Desarrollo Regional); como Cooperativa o como asociación civil. b.- Quince (15) años para beneficiarios que califiquen como empresa local de capital nacional en los términos de la Ley Nacional 21.382 (Art. 2, inciso 4). c.- Diez (10) años para los beneficiarios no comprendidos en los incisos “a” y “b” anteriores.]  [26:  Se establece que la Villa Olímpica estará localizada en la Comuna 8. El desarrollo de los proyectos integrales de arquitectura se realizarán mediante la convocatoria a un Concurso Público de Iniciativas y Proyectos.
Se dispone que una vez finalizados los Juegos Olímpicos de la Juventud del año 2017, el conjunto de viviendas que conforman la Villa Olímpica será transferido al Instituto de Vivienda de la Ciudad de Buenos Aires quien deberá adaptarlas en un plazo no mayor a 12 meses para ser destinados a viviendas unifamiliares. Los inmuebles mencionados se otorgarán bajo el Programa Primera Casa del IVC. a) un tercio (1/3) de las unidades serán otorgadas a inscriptos y/o beneficiarios del Programa 100, Créditos Ley 341/964 o el que en un futuro lo reemplace. b) un tercio (1/3) de las unidades serán otorgadas a vecinos que residan en villas, asentamientos y núcleos habitacionales transitorios que deban ser relocalizados bajo su expreso consentimiento por la aplicación de leyes de urbanización de los mismos o de sentencia judicial firme. c) un tercio (1/3) de las unidades serán otorgadas a inscriptos y/o beneficiarios del Programa 110, Créditos 1º vivienda o el que en un futuro lo reemplace. 
En todos los casos, el 50% de las unidades deben ser adjudicadas a beneficiarios que acrediten al menos cinco años de residencia efectiva en la Comuna 8.] 

Se pretende incorporar al Código de Planeamiento Urbano el distrito Barrios Nuevos y definir subdistritos para cada una de las villas ubicadas en la Comuna 8 con excepción de la Villa 20[footnoteRef:27]. [27:   Barrio Los Pinos, Villa 3, Villa 15, Barrio Emaus (Ex Villa 16), Barrio Pirelli (Ex Villa 17), Barrio Calacita, Barrio Los Piletones, Barrio Esperanza y Barrio Scapino.] 

Respecto a las normas urbanísticas se establecen excepciones a las normas generales del Código de Planeamiento Urbano respecto al ancho de las calles, tipología edilicia y al parcelamiento. Al igual que las leyes y proyectos de ley para villas particulares que se trataron con anterioridad, este proyecto de ley autorizaría la adopción de medidas conducentes a facilitar el Registro de Plano de los inmuebles preexistentes[footnoteRef:28]. Se dispone que para aquellas parcelas mayores de 75 m2 que estuviesen habitadas por más de un grupo familiar se conformará un condominio en forma proporcional a los mismos.  [28:  Esta autorización comprende, entre otras, las siguientes medidas: “a) Registro del Plano de Mensura Particular con fraccionamiento sin exigir el acotamiento de los perfiles de construcción y relevamiento de los hechos interiores existentes del polígono. b) Registro del Plano de Mensura y División por el Régimen de Propiedad Horizontal (Ley 13512) sin exigir Plano de Obra registrado ante DGROC, en lo que respecta a las viviendas y construcciones existentes, representándose solamente la silueta de los polígonos cubiertos, semi-cubiertos y descubiertos de las mismas, por lo que no será necesaria la representación de la distribución interna de la planta en todas las parcelas y manzanas que componen el polígono delimitados en el inciso 2). c) En los casos en que las construcciones existentes sobrepasen la Línea Oficial, se permitirá el registro de los planos de Mensura y Subdivisión dejando constancia en los planos tal situación a fin de promover la futura regularización edilicia.”
] 

En la versión original de este proyecto de ley se disponía que la urbanización de las villas de la Comuna 8 comprendía las siguientes acciones: Infraestructura y saneamiento ambiental, apertura de calles y pasajes, Programa de Viviendas Colectivas o Individuales, Programa de Reordenamiento Parcelario, Adecuación de la trama espontánea existente a fin de preservar su identidad según la normativa vigente, Provisión de equipamiento urbano y comunitario, Regularización dominial y posterior venta a sus actuales ocupantes. 
En el actual texto aprobado en primera lectura, el Pro insiste en universalizar a todas las villas de la Comuna 8 el modelo de entrega de títulos de propiedad, continuando con el espíritu del proyecto de ley No 3325-D-2010 que presentó a fines de 2010 y que ha logrado plasmar en la ley Nº 4.232 referida a la Villa 19 – Barrio Inta.

[image: ]
Mapa de las villas que figura como anexo del proyecto de ley. 


[bookmark: B2II][bookmark: _Toc402126836]
B.2.II. Descripción del procedimiento para adjudicaciones en el marco del programa de regularización y ordenamiento del suelo urbano (Prosur Hábitat).  Aplicación en el caso de Los Piletones.
La ordenanza 44.873 establece en su art. 11 los procedimientos y requisitos que deberá contemplar la operatoria de venta de los inmuebles, siempre dentro de los parámetros anteriormente desarrollados. Esto se aplica para las villas contempladas por esta Ordenanza creando los Distritos U31, entre las cuales se encuentra el Barrio Los Piletones. Así, establece: Art. 11 - La operatoria de venta deberá contemplar los siguientes aspectos:
a) Determinación de los plazos en que comenzarán las operaciones de venta para cada uno de los subdistritos;
b) Que en el momento de suscribir el boleto de compraventa el predio cuente con estado parcelario definitivo;
c) Que el valor de las cuotas mensuales estipuladas no supere el 15 % de los ingresos mensuales del jefe de familia;
En caso de no poder demostrarse fehacientemente el monto de dichos ingresos mensuales, el valor de las Cuotas no deberá superar el 20% del importe de un salario mínimo legal vigente;
d) Arbitrar los medios tendientes a evitar, la transferencia de los boletos de compraventa o la locación de los predios sin mediar autorización expresa del organismo competente;
e) El otorgamiento de la escritura traslativa de dominio se realizará una vez cancelada la deuda contraída por la adquisición del predio, quedándose obligada coincidentemente con el acto escritural la inscripción como bien de familia.
Quedará prohibida la enajenación del inmueble hasta no quedar cancelada la deuda que permita la transferencia de dominio;
f) Sólo podrá ser comprador la persona o personas físicas que efectivamente estuvieran ocupando los terrenos afectados en la presente ordenanza y lo utilizaren como lugar de habitación único y permanente del grupo familiar, y/o las formas asociativas que le representen
No podrán acceder a esta operatoria aquellos grupos familiares, alguno de cuyos integrantes sea titular de una propiedad inmueble en ámbito de la Capital Federal o de la Provincia de Buenos Aires.
A tal efecto, y previo a la firma de los boletos de compra-venta, el Departamento Ejecutivo deberá recabar los informes pertinentes a la Dirección del Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal y de la Provincia de Buenos Aires.
No podrán acceder a esta operatoria aquellos grupos familiares, alguno de cuyos integrantes hubiera sido adjudicatario y recibido la posesión de una unidad de vivienda F.O.N.A.V.I. o similar, en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires. A tal efecto, el Departamento Ejecutivo previo a la suscripción de los boletos de compra-venta, recabará la información necesaria en la Comisión Municipal de la Vivienda y en el Instituto de la Vivienda de la Provincia de Buenos Aires.

Sin embargo, muchos de estos requisitos tampoco son respetados por la Corporación Buenos Aires Sur. 
En el marco de su Programa de Regularización y Ordenamiento del Suelo Urbano (PROSUR Hábitat), fija sus propias reglas y procedimientos por los cuales se adjudicarán los inmuebles, que será de aplicación "en todos los casos de transmisión de la titularidad de inmuebles de propiedad de la Corporación Buenos Aires Sur S.E. o de su Fideicomiso, a favor de los hogares beneficiarios del PROSUR Hábitat”. [footnoteRef:29] [29:  La información sobre la adjudicación de viviendas y entrega de títulos de propiedad en el marco del Programa de Regularización y Ordenamiento del Suelo Urbano (PROSUR Hábitat) de Corporación Buenos Aires Sur S.E. nos fue brindada como respuesta a un pedido de información realizado por el Observatorio del Derecho a la Ciudad en fecha 30 de Julio de 2014. ] 


En primer lugar, definen diferentes conceptos. Entre ellos, entienden como: 
· “Hogar con ocupación a ser regularizada”  al hogar residente en el asentamiento, ocupante de su lote y una unidad habitacional construida sobre él, identificado al momento de realizado el último relevamiento de condiciones de hábitat por pare de la CBAS S.E., o de residencia posterior al relevamiento con posesión de la unidad habitacional legitimada por el posesor anterior, sus vecinos linderos o condóminos según el caso. 
· “Lote”   la superficie de suelo que ocupa un hogar
· “Parcela”  lote o conjunto de lotes que en forma individual o en condominio o bajo la figura de PH, serán formalizados en función a la aprobación del correspondiente plano. 
· “Unidad Habitacional”  espacio físico construido en el cual viven los integrantes de un hogar. Tiene acceso independiente de otras Unidades Habitacionales.

¿Cómo va a funcionar este procedimiento para la CBAS?
De acuerdo al art. 3.2 del citado Procedimiento para adjudicaciones, la Unidad de Regularización Dominial dispondrá la realización de mensuras necesarias a fin de la confección de planos base para la formulación y concertación de los proyectos de subdivisión de las manzanas del Asentamiento. Teniendo en cuenta la nómina de Hogares resultantes del Relevamiento de Condiciones del Hábitat y en base a los planos que se confeccionaran, el Equipo de Intervención Territorial organizará talleres de concertación a fin de acordar con los vecinos de cada manzana, límites y superficies de las futuras parcelas y lotes a regularizar. 
De acuerdo a estos acuerdos, se confeccionarán los planos definitivos de subdivisión y la Unidad de Regularización Dominial gestionará su aprobación ante los Organismos que corresponda.  

Entonces, los pasos serían:

Mensuras  confección de planos  formulación de proyectos de subdivisión de manzanas  TALLERES  Logro de acuerdos con los vecinos  planos definitivos   solicitud de aprobación.

En el Barrio Los Piletones se llevó a cabo el primer taller para la manzana 1 el día jueves 9 de octubre[footnoteRef:30]. El segundo de esos talleres, se suspendió en el mismo momento en que los vecinos y vecinas se encontraban en la puerta del lugar a llevarse a cabo, sin previo aviso ni justificación alguna, reprogramándose para el día martes 21 de octubre. [30:  Según información de CBAS, ya se habrían realizado talleres en las manzanas 2, 3, 5, 6 y7. ] 

En el primer encuentro se aclaró que “existe un plano aprobado que se va a tratar de respetar”. Surge la duda entonces de la real posibilidad de participación e intervención que tendrán los habitantes del barrio para definir, como se verá más adelante, con quiénes compartir sus parcelas. 
Para aquellas unidades que se encuentren afectadas por demoliciones que impidan su uso futuro, se les adjudicará –según disponibilidad-: a. El título de una unidad habitacional a la cual serán localizados; b. Relocalización a otra Unidad Habitacional ubicada en el Asentamiento que no sea afectada por demoliciones, con el Título que corresponda a dicha unidad; c. Pago del costo de reposición de lo construido a demoler para ser afectado a la compra de una vivienda en el mercado formal contra liberación del espacio ocupado. 

Según el procedimiento de CBAS, los requisitos para ser adjudicatario son:
a. Que el Hogar haya sido identificado en el Relevamiento de Condiciones del Hábitat y se encuentra conformado de acuerdo a su definición[footnoteRef:31]. [31:  La definición de Hogar se encuentra en el punto II del Procedimiento. ] 

b. Que el Hogar, aún con fecha de residencia posterior a la del Relevamiento de Condiciones del Hábitat, se encuentra legitimado por el poseedor anterior, vecinos linderos, o condóminos según el caso. 
c. Que el Hogar haya prestado acuerdo respecto a las condiciones de transferencia del inmueble. 
d. Que los titulares de la adjudicación, representantes del hogar, residan en forma permanente en el inmueble a regularizar y posean Documento Nacional de Identidad. 
e. Que los titulares del Hogar Ocupante a ser adjudicados no sean ni hayan sido adjudicatarios ni beneficiarios de ningún plan habitacional ni de ningún financiamiento para la adquisición de algún inmueble promovido por el Estado Nacional o local, en los últimos diez (10) años. 
f. Que los titulares del Hogar Ocupante a ser adjudicados no sean propietarios de algún otro inmueble. 

En el primero de los talleres mencionado, llevado a cabo en Los Piletones, las condiciones que se les dieron a los vecinos asistentes, se limitaron a las siguientes:

Sobre los beneficiarios:
· Deberán estar censados.
· Deberán tener residencia permanente en el barrio.
· No ser propietarios de una casa.
· No ser beneficiarios de un plan de vivienda 
· Ser capaces y estar habilitados según la ley. 

[bookmark: _GoBack]Si bien es cierto que difícilmente un habitante se encuentre excluido por ser propietario de otra unidad, el hecho de que “no sean ni hayan sido beneficiarios de ningún plan habitacional” no sólo resulta excesivo, sino que excede el requisito impuesto por el art. 11 de la ordenanza 44.873, inciso f).  

¿Cuáles son las alternativas de titulación?
Con relación a las alternativas de titulación, el procedimiento habla de lotes individuales y lotes compartidos. Es importante aclarar aquí que cuando hablan de lotes individuales, en los talleres se hace referencia a lotes que no deben tener una superficie menor a 72 m2 respetando lo que establece la Ordenanza N° 44873.
Muchos de los habitantes de las villas construyeron en lo que consideran sus lotes individuales, aunque no cumplan con ese requerimiento, ni con los 6 metros de ancho de frente que también se les requiere. Para estos casos, se les obliga a unificar sus viviendas en un único lote hasta superar la referida superficie mínima. De esta forma, la titulación será de un lote compartido entre las familias, debiendo registrarse bajo dos figuras posibles:
1. La Propiedad Horizontal 
2. El Condominio

Ejemplos:
1 hogar en 1 lote  título individual
2 hogares en 1 lote  PH o condominio
3 hogares en 1 lote  PH o condominio
Con relación al primero, la Ley de Propiedad Horizontal 13.512 Establece ciertas reglas para poder constituirse como unidad de PH, que no muchos “lotes compartidos” del Barrio reunirían[footnoteRef:32].  [32:  Art. 1° - Los distintos pisos de un edificio o distintos departamentos de un mismo piso o departamentos de un edificio de una sola planta, que sean independientes y que tengan salida a la vía pública directamente o por un pasaje común podrán pertenecer a propietarios distintos, de acuerdo a las disposiciones de esta ley. Cada piso o departamento puede pertenecer en condominio a más de una persona. ] 

Aquellas unidades que no cumplan con este requisito, necesariamente deberán registrarse bajo la figura del condominio. Incluso las parejas convivientes, cualquiera sea su estado civil, siempre para cada hogar deberán inscribirse como condóminos. 
El nuevo Código Civil define al condominio como “el derecho real de propiedad sobre una cosa que pertenece en común a varias personas y que corresponde a cada una por una parte indivisa. Las partes de los condóminos se presumen iguales, excepto que la ley o el título dispongan otra proporción”.[footnoteRef:33] [33:  Art. 1983 y ss del recientemente aprobado Código Civil. ] 

Es decir, los nuevos propietarios que compartan lotes, lo serán en condominio, compartiendo la titularidad con otros vecinos. La administración de la propiedad en condominio requiere necesariamente la aprobación de todos los propietarios, incluso para decisiones relacionadas para las viviendas de cada familia. Por ejemplo, la decisión de alquilar una habitación o destinar parte de una vivienda a negocio o comercio también debe ser aprobada por todos los propietarios
Así, para la utilización de las viviendas, para realizar mejoras o cambios en las mismas se deberá tener el  acuerdo de las otras familias propietarias[footnoteRef:34]. Cada uno de los propietarios están obligados a pagar por los gastos de todo el lote. Pos gastos de la vivienda de una familia  son responsables de pagar todas las familias[footnoteRef:35]. [34:  ARTÍCULO 1990.- Disposición y mejoras con relación a la cosa. La disposición jurídica o material de la cosa, o de alguna parte determinada de ella, sólo puede hacerse con la conformidad de todos los condóminos. No se requiere acuerdo para realizar mejoras necesarias. Dentro de los límites de uso y goce de la cosa común, cada condómino puede también, a su costa, hacer en la cosa mejoras útiles que sirvan a su mejor aprovechamiento.]  [35:  ARTÍCULO 1991.- Gastos. Cada condómino debe pagar los gastos de conservación y reparación de la cosa y las mejoras necesarias y reembolsar a los otros lo que hayan pagado en exceso con relación a sus partes indivisas. No puede liberarse de estas obligaciones por la renuncia a su derecho. El condómino que abona tales gastos puede reclamar intereses desde la fecha del pago.] 

¿Qué pasa si un propietario quiere vender su parte del lote en el condominio antes de la escrituración?
Para estos casos, el boleto de compraventa estipula en su artículo noveno que queda absolutamente prohibida al comprador la cesión o transferencia del Boleto, así como enajenar, dar en uso, usufructo, comodato o locación del lote sin autorización previa, expresa y escrita de la CBAS. 

Esto quiere decir que hasta tanto se lleve a cabo la escrituración, necesariamente deberá ser autorizado por la CBAS casi cualquier acto que se  quiera ejercer sobre los inmuebles, obligando a los futuros titulares a mantenerse en el círculo de la informalidad para aquellos casos en los que, tal vez arbitrariamente, les sea denegada dicha autorización. 

¿Qué pasa con los inquilinos? 
Con relación a los inquilinos, el Procedimiento expresamente establece en el punto 4.6 que “No serán Adjudicatarios ni se le otorgarán subsidios”. 
A su vez, y así como no se encuentra contemplada la situación de los inquilinos, tampoco se resuelve dentro del plan de escrituración o entrega de títulos de propiedad las situaciones de familias hacinadas. 

¿Cómo se pagarán las unidades? 
Si bien la ordenanza citada establece expresamente en su inciso c) que el valor de las cuotas mensuales estipuladas no deberá superar el 15 % de los ingresos mensuales del jefe de familia y que en caso de no poder demostrarse fehacientemente el monto de dichos ingresos mensuales, el valor de las Cuotas no deberá superar el 20% del importe de un salario mínimo legal vigente, el procedimiento de CBAS establece un monto mayor: En ningún caso la financiación podrá superar el 20% de los ingresos. Y cuando los ingresos no se puedan comprobar, no podrá superar el 20% del salario mínimo legal vigente”[footnoteRef:36]  [36:  Actualmente, el salario mínimo vital y móvil se encuentra fijado en 4.400 pesos desde el 1° de setiembre y se elevará a 4.716 pesos a partir de enero de 2015.] 

Corporación presiona a los residentes del barrio para que firmen los boletos amenazándolos que si a futuro aumentarán los montos del valor que deberán pagar. 

Pacto de retroventa
A su vez, el boleto de compraventa posee en su cláusula sexta, un pacto de retroventa por un plazo de tres años a partir de la escritura, a favor del “vendedor”, es decir, de CBAS. El nuevo Código Civil, con redacción casi idéntica al anterior establece en su artículo 1163 que el “Pacto de retroventa es aquel por el cual el vendedor se reserva el derecho de recuperar la cosa vendida y entregada al comprador contra restitución del precio, con el exceso o disminución convenidos.” 

SITUACIÓN ACTUAL:
La Corporación ha suscripto la cantidad de diez (10) boletos de compraventa correspondiente al Barrio Los Piletones y se encuentran en proceso de realización de talleres en el barrio con diversos funcionarios de la CBAS. 
En términos generales, las gestiones efectuadas en las cuales los boletos han sido suscriptos por los organismos titulares del dominio han arrojado como resultado la suscripción de 227 boletos de compraventa, correspondientes a los diversos asentamientos en los que interviene PROSUR Hábitat.

· 86 fueron firmados en la Villa 20 – Sector I
· y 141 en el Barrio INTA.

En estos llamados “Talleres generales de consenso de loteo” que se vienen realizando en el Barrio Los Piletones con el lema “ser titulares de la tierra en la que vivimos” son planteados por el Gobierno de la Ciudad a través de la Corporación Buenos Aires Sur en tres encuentros con cada una de las manzanas. 
Allí, los funcionarios anuncian que debatirán las cuestiones relativas a los siguientes puntos, en tres etapas:

	Etapa 1:

Cuáles son las reglas fijas
Cuáles son las posibles alternativas de escrituración
Cuáles son las condiciones para el acceso
	Etapa 2:

Identificar el lote dentro de los límites de la regularización de la manzana.
Cuáles son las alternativas de subdivisión
	Etapa 3:

Proceder al acuerdo de loteo de manzana.





Como reglas generales de las parcelas se anunciaron las siguientes:
· El plano de subdivisión de la manzana debe ser aprobado en su totalidad. 
· Todas las parcelas tendrán ingreso desde calle o pasillo.
· Todas las parcelas deberán poder recibir conexiones a infraestructura. 
· Existe un loteo aprobado que se tratará de respetar durante las asambleas. 
· La superficie mínima de las parcelas es de 72 m2.
· El frente mínimo de las parcelas sobre el espacio urbano es de 6 metros de ancho
· Los pasillos deberán tener visibilidad y posibilitar la evacuación de emergencias. 

CUESTIONES QUE QUEDAN SIN SOLUCIÓN
1. Al afirmar los funcionarios que “la regularización debe hacerse de toda la manzana. No pueden regularizarse unos y otros no. Se lotea toda la manzana o nada”, se generarán conflictos entre aquellos vecinos que concuerden la política y quiénes no. 
2. La propiedad en condominio se otorgará en porcentajes a los futuros propietarios de acuerdo a la cantidad de metros construidos de cada familia y la superficie ocupada. Por lo tanto, si dos familias tienen que unificar sus viviendas en una sola parcela, aunque ambas familias tengan la misma superficie ocupada pero una de ellas ha construido más metros cuadrados en altura, ésta última tendrá que pagar más y tendrá mayor porcentaje de la propiedad del lote.  Al pagarse por superficie construida y la titularidad es en proporción a ese pago, aquel vecino que tenga más tierra pero que no haya avanzado en su construcción, podría tener menos porcentaje de propiedad del condominio.  
3. Si bien se anunció que se  encuentran aprobados por catastro los planos de loteo, no existen –o al menos no pudieron dar cuenta de ellas los funcionarios-, leyes de aprobación de las calles como vía pública. 
4. El 15% de tope que fija la ordenanza 44.873 para las cuotas mensuales, es precisamente un límite que establece la legislación. Sin embargo, no se encuentran contemplados para la CBAS montos diferenciados, si se contemplan las situaciones particulares de familiares que no puedan acceder a dichas sumas. 
5. No se contempla la situación de los inquilinos, quienes quedan excluidos del proceso, ni se solucionan las situaciones de hacinamiento. 
6. No se encuentra prevista la refacción o mejora alguna en las casas. 
7. Si bien en las reuniones se anunció que se darían servicios de agua, pluviales, y servicio eléctrico, no se han mostrado planos. No existen acuerdos ni compromisos asumidos para la ejecución de obras. 
8. Con relación al servicio de gas, se anunció que su prestación por Metrogas no es posible, por “el tipo de construcción” y que el mismo no había autorizado los pedidos de factibilidad realizados por el GCBA. 



Esta es la principal muestra de la ilegalidad del procedimiento. Como se explicó, previo a la entrega de título deberá enviarse el plan de Integración socio-urbanística del barrio a la Legislatura para su aprobación, en el cual debe contemplarse la prestación de los servicios esenciales. 
Este “plan” de la CBAS somete a los habitantes del barrio a la firma casi compulsiva de loteos ya pautados, con condiciones irregulares, y que violan sus derechos constitucionales y humanos reconocidos, que se consagran como resultado de luchas de muchos movimientos y organizaciones 
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De acuerdo a la Constitución de la Ciudad, la competencia para autorizar la venta de bienes inmuebles de la Ciudad corresponde a la Legislatura de la Ciudad (art. 82 inciso 4 de la CCABA[footnoteRef:37]). [37:  Art. 82: Con la mayoría de los dos tercios del total de sus miembros: (...) 4. Aprueba transacciones, dispone la desafectación del dominio público y la disposición de bienes inmuebles de la ciudad.   ] 

A su vez, el art. 84 establece que la Legislatura no puede delegar sus atribuciones. Es decir, toda venta de bienes inmuebles de la Ciudad que realice cualquiera de sus organismos deberá contar con la aprobación de la Legislatura de la Ciudad 

¿Cómo nace la Corporación Buenos Aires Sur?
En agosto de 2000, se aprobó la ley N° 470 que creó la Sociedad del Estado denominada Corporación Buenos Aires Sur, "para desarrollar actividades de carácter industrial, comercial, explotar servicios públicos con el objeto de favorecer el desarrollo humano, económico y urbano integral de la zona, a fin de compensar las desigualdades zonales"(art. 2).
Entre sus funciones establecidas por ley no se hace ninguna referencia a las villas o a la problemática habitacional. Aún así, a mediados del año 2008 se creó el programa Regularización y Ordenamiento de Suelo Urbano (PROSUR Hábitat) que tiene por objeto crear y ejecutar planes de urbanización de las villas de la zona sur de la CABA y realizar grandes obras de infraestructura para prestar servicios.

Se creó un fideicomiso denominado "Fondo de Desarrollo Buenos Aires Sur" administrado por la Corporación. La ley autoriza al Poder Ejecutivo a disponer la transferencia a la Corporación de los inmuebles de dominio privado de la Ciudad. Estos bienes serán administrados bajo el régimen de fideicomiso establecido por la Ley Nacional N° 24.441. Esta ley establece que los derechos y obligaciones del fiduciario (en este caso la Corporación) respecto a la administración de los inmuebles son los que surjan del contrato de fideicomiso (art. 4 inciso e).  
Aquí es relevante analizar si respecto a los inmuebles que el Poder Ejecutivo transfiere a la Corporación, ésta tiene la facultad de venderlos sin aprobación legislativa. 
Para esto resulta esclarecedor ir a la versión taquigráfica de la sesión[footnoteRef:38] en la que se aprobó la ley para ver cuál fue el espíritu en este aspecto dado por los legisladores. [38:  Versión Taquigráfica del Acta de la 21ª Sesión Ordinaria (Cont.) – 4 de agosto de 2000.] 

En el despacho N° 700 que dio origen a la ley N° 470, se establecía en su art. 5 -luego suprimido y no aprobado-, con relación a la disposición de bienes que: “La Corporación Buenos Aires Sur S.E. podrá disponer la ocupación, enajenación o usufructo de los bienes inmuebles del dominio privado de la Ciudad que se le transfieran en carácter fiduciario por medio de la presente ley”.
Respecto a este artículo en especial se opusieron en el recinto la Legisladora Alicia Pierini y el Legislador Fleitas Ortiz de Rozas. En sus exposiciones manifestaron[footnoteRef:39] que:  [39:  "(...) Sr. Fleitas Ortiz de Rozas.–
(...)Parecería que, dada la amplitud con que se transmiten bienes no determinados y después se autoriza a enajenarlos, hay una amplísima facultad –casi diría inmobiliaria– que hasta se aleja de lo que puede ser el fin propio de la ley o de la corporación. El interrogante es cómo se puede resolver esto.  Más que la Constitución, plantea la necesidad de autorización de la Legislatura para las disposiciones de bienes inmuebles del Estado. No hablo de la concesión, del uso o del permiso de bienes de uso de dominio público, sino que estoy hablando específicamente de la disposición; es decir, respecto de la enajenación de los bienes del Estado, la Constitución no hace diferencia porque, para la disposición de cualquier bien del Estado, hace falta autorización de la Legislatura. Voy a leer el artículo: “Disposición de Bienes Inmuebles de la Ciudad”.   Entonces, repito, hace falta la autorización de la Legislatura. (...) Una alternativa o una solución sería –ésta es una sugerencia, porque se me plantea un interrogante– que en el Artículo 5° se establezca que para la enajenación hace falta la conformidad de la Legislatura o que se establezca que la Legislatura determinará las condiciones del fideicomiso, porque éstas están puestas en los fundamentos.  
(...) Sra. Pierini.–  (...) Señor presidente: en el mismo sentido que el diputado Fleitas quiero expresar que el Artículo 4º, particularmente, y el 5º, que es su derivado, me parece que no están encuadrados en la normativa de la Constitución de la Ciudad. De la misma manera que decía recién el diputado preopinante, una propuesta alternativa significaría repensar mucho más a fondo cómo sería el sistema para que esta posibilidad de disponer de inmuebles, cumpla con todos los recaudos o requisitos que ordena la Constitución de la Ciudad.
En tal sentido, y para no ser reiterativa, adelanto que en los Artículos 4º y 5º, en principio, de mi parte va a haber abstención. No voy a votar esos artículos. Quiero dejar constancia de que me da la impresión de que son de muy dudosa constitucionalidad.
(...) Sr. Fleitas Ortiz de Rozas.– Pido la palabra. Señor presidente:  teniendo en cuenta los comentarios que se hicieron, creo que sería más simple y más ajustado, a los fines de la ley, que se eliminara el Artículo 5° (...)  El hecho de agregar en el Artículo 5° una facultad genérica e indiscriminada de enajenación de bienes inmuebles recibidos, puede confundir; en realidad, no sería necesario. Creo que, más bien, produce una confusión con respecto a lo que son las facultades propias de fideicomiso previstas por la ley nacional, o sea, una ley de fondo. Además, por las condiciones de transferencias que se establecen en el Artículo 4° y por las finalidades propias de la institución o entidad en cuanto a los fines a cumplir. Entonces, si eliminamos el Artículo 5° se mantiene la facultad establecida en el Artículo 4° y evitamos que pueda haber cuestionamientos de constitucionalidad en cuanto a esta autorización indiscriminada de enajenación de bienes y que, en realidad, se tienen para administración.
(...) Sra. Pierini.– Pido la palabra. (...) En particular –a mi entender–, por ser una delegación de funciones genéricas –porque se habla “de los inmuebles”–, no están delimitados cuáles son los inmuebles; no se sabe si se los va a delimitar con posterioridad.  Se trata de una delegación y de atribuciones demasiado amplias. En particular, en lo que se refiere al Artículo 4° –y al 5°, que es su derivado–, me parece que no resiste un control de constitucionalidad, especialmente si miramos con atención los artículos 84 y 85 de la Constitución de la Ciudad.  Por esa razón, me parece que el argumento de que la Ley de Fideicomiso dice esto, o de que la Ley de Sociedad de Estado dice lo otro –si bien es cierto–, no me conjuga con el control de constitucionalidad que, me parece, está por encima de los artículos que se mencionan.
(...) Sra. Pierini.–  (...) Lo que quiero decir es que nosotros, esta Legislatura, está delegando sus atribuciones en tanto le da una atribución genérica indeterminada al Poder Ejecutivo. Por eso, digo que esta Legislatura está incurriendo en la violación del Artículo 84 de la Constitución. De nosotros, estoy hablando; no del Poder Ejecutivo
(...)Sr. Presidente (Caram).–  En consideración en particular el Artículo 5°.
Se va a votar la supresión del Artículo 5°.  Se vota y resulta afirmativa".

] 

· El artículo iba en contra de la Constitución de la Ciudad porque ésta dispone la necesidad de autorización de la Legislatura para la disposiciones de bienes inmuebles del Estado;
· Se daba una facultad amplísima, casi inmobiliaria, a la Corporación;
· Se trata de una delegación de funciones genéricas de la Legislatura prohibida por la Constitución de la Ciudad;
· La forma de subsanar esta situación era la de establecer expresamente que para la enajenación hace falta la conformidad de la Legislatura o que directamente se eliminara el art. 5. 

Por estos cuestionamientos, en la sesión se decidió suprimir este artículo 5°. 

Por lo tanto, de acuerdo a la discusión parlamentaria y la letra de la ley N° 470 en su art. 4, se decidió autorizar al Poder Ejecutivo a disponer la transferencia a la Corporación de bienes inmuebles de la Ciudad del dominio privado pero no se otorgó la facultad a la Corporación de poder disponer de ellos o venderlos sin autorización legislativa. Tampoco se delegó al Poder Ejecutivo la facultad de poder autorizar o conceder el derecho de disponer de los inmuebles a la Corporación.
Esto fue desvirtuado por el Decreto N° 2.021/2001 que reglamentó la ley N° 470 y que aprobó el texto del Contrato de Fideicomiso entre el GCBA y la Corporación. 
El art. 10 de este decreto estableció que “Toda transferencia de bienes en propiedad fiduciaria, que se realice al fiduciario, incluirá todos los derechos, acciones, facultades, garantías y demás accesorios que correspondían al titular de los mismos, los que podrán ser ejercidos por el fiduciario, en las formas y oportunidades previstas en el fideicomiso, en la Ley Nacional Nº 24.441 y en las demás leyes”.

Por su parte, el Contrato de Fideicomiso, en la misma línea, dispuso que: 
“6.5.2. La transferencia al fiduciario de la propiedad fiduciaria de los bienes inmuebles de dominio privado de la Ciudad de Buenos Aires, ubicados en el Área Sur, incluirá todos los derechos, facultades y acciones que el fiduciante tiene o le corresponden respecto de los mismos y específicamente incluyen, sin carácter limitativo, todos los derechos personales y reales relativos a dichos bienes.
(...) 8.3. El fiduciario, en su carácter de titular del dominio fiduciario de los bienes fideicomitidos, está a cargo de su administración, conservación, mantenimiento, defensa, explotación, gestión y disposición. Para llevar a cabo dichas funciones, tiene plena capacidad y las más amplias facultades para realizar todos los actos y firmar todos los instrumentos públicos y privados que sean menester.
8.4. El fiduciario como titular del dominio fiduciario de los bienes fideicomitidos, tiene capacidad y legitimación para celebrar todo tipo de actos, pudiendo usar, explotar, y/o comercializar los bienes fideicomitidos; asimismo, podrá disponer, transferir y/o gravar los bienes fideicomitidos (...)”. 

En consecuencia, el Decreto N° 2.021/2001 y el Contrato de Fideicomiso fueron más allá que lo que permitía la ley N° 470 al otorgar la facultad a la Corporación de vender o disponer de los inmuebles que la Ciudad le transfiera sin aprobación legislativa previa. En definitiva, de acuerdo a la Constitución de la Ciudad y la ley N° 470 la Corporación no puede vender los inmuebles que la Ciudad le transfiera sin que la legislatura porteña autorice dicha venta. La prohibición es con independencia de los fines de la venta, sean estos por motivos habitacionales o comerciales.
Para el caso de que la Corporación se hubiese encontrado facultada para vender los inmuebles que la Ciudad le hubiere transmitido, se debía aplicar la ley N° 2.095 de “Compras y Contrataciones de la Ciudad”. 
Ésta ley establece que la venta de bienes inmuebles de la Ciudad debe hacer a través de subasta pública. Solamente exceptúa de este procedimiento, en su art. 46, a las ventas de inmuebles de la Ciudad que realice el Instituto de la Vivienda en el marco de sus fines.  Por lo tanto, sólo el IVC está autorizado para disponer de los inmuebles que se encuentren bajo su propiedad y adjudicarlos directamente a las familias sin necesidad de cumplir con el procedimiento de la subasta pública.
La Corporación al avanzar con la entrega de título de propiedad en el Barrio Los Piletones también está violando la normativa referenciada con anterioridad.




SITUACIÓN DEL BARRIO LOS PILETONES
A través del Decreto N° 589/2011 se transfirió la propiedad fiduciaria a la Corporación Buenos Aires Sur S.E. del inmueble en el cual se encuentra emplazado el Barrio denominado "Barrio Piletones", identificado en el Código de Planeamiento Urbano como sub-distrito "U31k".[footnoteRef:40] [40:  Inmueble sito en la calle José Barros Pazos N° 3.727, entre la calle Héctor J. Cámpora y Avenida Castañares sin número (Nomenclatura Catastral: Circunscripción 1, Sección 56, Manzana 55C, Parcela 2). El Decreto N° 502/2010 ordenó la declaratoria de dominio de este inmueble a favor de la Ciudad.] 

El Ministerio de Producción en fecha 6 de diciembre de 2006 encomendó a la Corporación Buenos Aires Sur S.E. la construcción de 340 viviendas en el mencionado inmueble en el marco de la Licitación Pública N° 45-CBAS-06.  A efectos de proceder a la adjudicación definitiva de los beneficiarios de las viviendas mencionadas, el Decreto N° 589/11 autoriza a la Corporación Buenos Aires Sur S.E. para ceder, a título gratuito, en todo o en parte, dicho inmueble al Instituto de Vivienda de la Ciudad (I.V.C.). 
La Corporación no cedió estos inmuebles ni el terreno en el que se asienta el Barrio Los Piletones al IVC. Al contrario, decidió avanzar de motus propio con la entrega de títulos de propiedad mediante venta a los habitantes del Barrio. Esta postura hace que la Corporación este cometiendo acciones:

· Inconstitucionales, porque la venta de todo inmueble de la Ciudad debe tener previa autorización de la Legislatura Porteña y la Corporación no cuenta con esta aprobación.
· Ilegales, porque la venta debe hacerse a través de subasta pública con excepción del Instituto de Vivienda de la Ciudad en el marco de sus fines, y la Corporación está realizando ventas directas. 

La Corporación para cumplir con la Constitución y las leyes, debería ceder la propiedad de los inmuebles al Instituto de Vivienda de la Ciudad para qué sea este el encargado de tramitar la entrega de títulos de propiedad, siempre y cuando, se cumpla con la obligación previa (descripta en los puntos anteriores) de que se elabore el plan de integración socio-urbanística del Barrio. 
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La política de entrega de títulos de propiedad en las villas de acuerdo a lo que se detalló en este informe se está desarrollando violando leyes de la Ciudad, con deficiencia democrática, en perjuicio de los derechos de los habitantes de las villas y sin constituir una verdadera integración socio-urbanística del barrio. 

Entre las ILEGALIDADES se están cometiendo las siguientes:

· Está prohibido entregar títulos de propiedad si previamente el Poder Ejecutivo no remite a la Legislatura de la Ciudad el proyecto de integración socio-urbanístico del barrio para su aprobación.  Esto no ha sido cumplido por la Corporación Buenos Aires Sur. S.E. ni por el GCBA.
· No ha conformado la Comisión Coordinadora Participativa (C.C.P.) creada por la ley N° 148, ámbito institucional en el cual debe discutirse y decidirse el diseño urbanístico y el proyecto de integración socio-urbanístico del Barrio con participación de los representantes del Barrio. Se ha informado que existe un proyecto de urbanización que no ha sido aprobado por la C.C.P., ni por la Junta Vecinal ni por ley ni ha sido hecho público.
· La Corporación Buenos Aires Sur S.E. no tiene la facultad de vender predios de la Ciudad aunque sea en forma onerosa y destinado a vivienda social. Necesita la autorización de la Legislatura de la Ciudad. Ni siquiera se ha enviado un proyecto de ley solicitando esta autorización. 
· No se respeta el derecho constitucional y los mandatos legales de integrar socio-urbanísticamente el Barrio Los Piletoines.
· Se entrega títulos de propiedad sin que se haya aprobado legislativamente el proyecto de ley que determine las vías públicas del Barrio. El proyecto de ley aún no ha sido ni presentado.
· El tope de la cuota está siendo fijado en el 20% del ingreso de cada familia cuando la ley dispone que no debe superar el 15% de los ingresos mensuales del jefe de familia.

· No se ha realizado los relevamientos integrales que describan las condiciones poblaciones del Barrio ni se ha actualizado el censo con la nómina de hogares.
· Constituye una regresión de los derechos reconocidos en la Constitución de la Ciudad, en el Plan Urbano Ambiental, en el Código de Planeamiento, en la Ordenanza N° 44.873 y en la ley N° 148.

¿Cómo perjudica esto a los habitantes de Los Piletones?
El GCBA al avanzar con la política de entrega de títulos de propiedad ha decidido no cumplir con el mandato constitucional y legal de primero ejecutar y alcanzar la integración socio-urbanística del barrio y luego, recién como última etapa, finalizar con la escrituración de las viviendas.
Esto genera las siguientes lesiones a los derechos de los habitantes del Barrio y perjuicios:

· El GCBA traslada la responsabilidad de garantizar la prestación de cada uno de los servicios públicos a las familias propietarias. El GCBA no otorgó ninguna garantía ni compromiso formal y expreso de finalizar cada una de las obras de infraestructura necesarias para la prestación adecuada de los servicios públicos para todas las familias. Tampoco de construir el equipamiento comunitario para satisfacer las necesidades de educación, salud, alimentación, entretenimiento y vida comunitaria del Barrio.
· El GCBA se irresponsabiliza de la situación edilicia de las viviendas existentes y de los mejoramientos necesarios para que éstas se encuentren en condiciones de seguridad y de recibir los servicios públicos (gas, electricidad, agua). 
· No se garantiza ninguna solución habitacional para las familias inquilinas. 
· No se soluciona el déficit habitacional de hacinamiento de personas y de hogares en una vivienda.
· No se adecuan las normas de parcelamiento a la realidad del barrio, al contrario, en virtud de "reglas fijas" se obliga a las familias que viven en distintas viviendas a conformar una sola parcela y recibir la propiedad en condominio.
· No se permitirá a los habitantes del Barrio ni a sus representantes elaborar y decidir el proyecto de integración socio-urbanístico para el Barrio.

· Se ha adoptada en forma generalizada la forma de propiedad de más compleja y difícil administración como es el condominio. Cada uno de los condóminos (familias que viven en viviendas distintas pero en una misma parcela) deberá solicitar permiso a los otros para realizar nuevas construcciones, para alquilar, para cada una de las decisiones de su vivienda. No importa la situación de las familias sino que las viviendas se transformen en una mercancía, algo que pueda venderse en el mercado.
· No existe ninguna garantía o compromiso expreso y formal por parte del GCBA de realizar todas las medidas necesarias para transformar los condominios en propiedad horizontal.
· El GCBA no se hace cargo de las situaciones que pueden darse cuando uno de los condóminos no pueda pagar la cuota transfiriendo la responsabilidad del pago de la cuota a los otros condóminos. Una familia podrá verse en la necesidad de pagar la cuota de la otra familia que no pueda pagarla para obtener el título de propiedad.
· No se establece ninguna protección de las familias frente al Mercado. Las viviendas tendrán muy bajo valor porque los títulos de propiedad se otorgan sobre viviendas que no se encuentran en plenas condiciones de habitabilidad ni con acceso a los servicios públicos básicos. Las condiciones de habitabilidad y las necesidades de las familias puede llevarlas a vender sus viviendas frente a la presión del mercado.

¿Cuáles son los intereses detrás de la entrega de títulos de propiedad sin la integración socio-urbanística del Barrio?
1) El GCBA apuesta a que la mejor forma de solucionar la cuestión de las villas es dejar que el mercado se ocupe de las villas, paradigmas de la producción social del hábitat. Considera que el Estado no debe destinar gran presupuesto para realizar obras de infraestructura y adecuación de las viviendas.  
2) En este pensamiento, la función del Estado es adoptar todas las medidas institucionales para que el mercado pueda ingresar a estos territorios. El camino para esto es convertir en propietarios a los habitantes de las villas. Una vez alcanzado este objeto, el mercado a través de desarrolladores inmobiliarios o personas con mayor riqueza podrán comprar estos inmuebles y realizar las inversiones necesarias para construir nuevos barrios. 
3) El estado deja de comportarse como garante del derecho a la vivienda, a un hábitat adecuado, del derecho a la ciudad. Su función se limitará a la entrega de títulos de propiedad a sabiendas que las familias del Barrio Los Piletones se encuentran en una posición débil frente al mercado y de necesidad que puede llevarlas a vender su vivienda, a abandonar sus territorios. Estos inmuebles tendrán un muy bajo valor por la ausencia de adecuada infraestructura de servicios, deficiencia edilicia de las viviendas y baja capacidad constructiva establecida por la zonificación. Los que concentran la tierra urbana en la Ciudad y realizan grandes emprendimientos compraran tierra que en un principio fueron públicas a muy bajo costo para luego aprovechar las riquezas que la especulación inmobiliaria permite en esta Ciudad.
4) No existirá solución habitacional para todas las familias que vive en el Barrio. Al otorgase títulos dominiales sólo a los “propietarios” quedan afuera los inquilinos. Cuando la vivienda no tenga una superficie que cubra los metros mínimos para constituir una parcela se entregan los títulos de propiedad en condominio con la complejidad que esta forma de propiedad tiene para la convivencia y la administración de la propiedad. Lo que importa es que el inmueble se transforme en una mercancía más que dar solución habitacional adecuada a cada una de las familias.
5) La entrega de los títulos de propiedad sin garantizar la adecuación de la infraestructura barrial, la integración de la trama urbana constituye una titularización de la precariedad. Precariedad que no resistirá los embates del poder económico que terminará despojando a las familias de las villas de sus territorios. 
6) Esto transforma cada parcela en mercancía, se produce la mercantilización de la villa que terminará generando procesos de gentrificación masivos. 
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